
Arica, cinco de marzo de dos mil veinticuatro. 

VISTO Y CONSIDERANDO:

PRIMERO: Que en esta causa rol de ingreso penal N° 53-2024, se interpusieron 

cuatro recursos de apelación en contra de la sentencia definitiva de 15 de enero de 

2024, dictada en la causa RUC 2109943519, RIT 8118-2021 del Juzgado de Garantía 

de  Arica,  por  la  jueza  Sra.  Paulina  Zúñiga  Lira,  que  en  procedimiento  abreviado, 

condenó a las siguientes personas:

A.-  A  Álvaro  Rodrigo  Muñoz Sotomayor  a  una pena de 3  años  y  un  día  de 

presidio menor en su grado máximo, como autor  de un delito de lavado de activos 

previsto en el artículo 27 de la Ley 19.913; a una pena de 61 días de presidio menor en  

su grado mínimo como autor de un delito de asociación delictiva previsto en el artículo 

292 en relación al artículo 411 quinquies, ambos del Código Penal, en adelante CP, 

penas que sustituyó por la pena de libertad vigilada intensiva. Lo condenó también a 

541 días de presidio menor en su grado medio, como autor de un delito de tráfico de 

personas con fines de explotación sexual previsto en el artículo 411 quáter del mismo 

código, con cumplimiento efectivo.

B.- A Rodolfo Alejandro Moleiro Castillo y a Vanessa Andrea Rivera Santis, a 

cada uno: a la pena de 61 días de presidio menor en su grado mínimo como autores de 

un delito de asociación delictiva previsto en el artículo 292 del CP, por el hecho ocurrido 

el 19 de enero de 2023 y con 541 días de presidio menor en su grado medio como 

autores  del  delito  de  tenencia  o  porte  de  municiones  ocurrido  en  la  misma fecha, 

concediendo en los dos delitos la pena sustitutiva de libertad vigilada intensiva.  Los 

condenó también a la pena de 3 años y un día de presidio menor en su grado máximo 

como autores  de un  delito  de  tráfico  de personas  con  fines  de explotación  sexual 

previsto en el artículo 411 quáter del Código Penal, con cumplimiento efectivo. 

C.- A Zacha Dannyanski González Freites: a una pena de 61 días de presidio 

menor en su grado mínimo como autora de un delito de asociación delictiva previsto en 

el artículo 292 en relación al artículo 411 quinquies, ambos del CP, y a la pena de 541 

días de presidio menor en su grado medio como autora de un delito de tenencia o porte  

ilegal de municiones sancionado en el artículo 9 de la Ley 17.798, sustituyéndolas por 

expulsión del territorio nacional.  La condenó también a 3 años y un día de presidio 

menor en su grado máximo como autora de un  delito de tráfico de personas con fines  

de  explotación  sexual  previsto  en  el  artículo  411  quáter  del  CP,  con  cumplimiento 

efectivo. Fijó como fecha de ocurrencia de todos los delitos el día 17 de enero de 2023.
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D.- A Junior Daniel Suárez Hernández a una pena de 4 años de presidio menor 

en  su  grado  máximo,  como  autor  de  un  delito  de  tráfico  ilícito  de  estupefacientes 

previsto en el artículo 3° de la Ley 20.000, sustituyéndola por libertad vigilada intensiva

En la vista del recurso se escuchó a los apelantes, al representante del Ministerio  

Público y al querellante, Ministerio del Interior y Seguridad Pública, según consta en el 

registro de la audiencia. 

RECURSO DE LA PARTE QUERELLANTE

SEGUNDO: Que, la accionante señalada, fundó su impugnación en que el fallo 

es ilegal en cuanto concede la pena sustitutiva de libertad vigilada intensiva a Vanessa 

Rivera, Rodolfo Moleiro y Álvaro Muñoz, por el delito de asociación ilícita para la trata 

de personas con fines de explotación sexual, contraviniendo la prohibición establecida 

en el  artículo 1° de la Ley 18.216, yerro que el tribunal fundó en una interpretación 

restrictiva, al entender que el tipo penal materia de la acusación era el previsto en el 

artículo 292 del CP, y no el de su artículo 293, no figurando la primera norma dentro de 

la prohibición señalada.

Sostuvo,  que  tal  razonamiento  es  incorrecto,  pues  se  funda  en  una  errónea 

referencia al texto vigente del artículo 292 del CP a la fecha de comisión del delito, que 

rezaba: “Toda asociación formada con el objeto de atentar contra el orden social, contra  

las buenas costumbres, contra las personas o las propiedades, importa un delito que  

existe por el solo hecho de organizarse”. Sin embargo, para la tipificación del delito era 

preciso remitirse a lo dispuesto en los artículos 293 y 294 del mismo código, por lo que 

la prohibición en análisis no puede entenderse aislada y desconectada de lo dispuesto 

en sus artículos 293 y 294, pues, sostener lo contrario, supondría afirmar que el artículo 

1° de la Ley 18.216 prohíbe la concesión de pena sustitutiva respecto de una norma que 

no contiene un tipo penal. 

Agregó,  que tampoco  obsta  a  la  prohibición  en  análisis  que  la  acusación  se 

refiera al delito de asociación ilícita para la trata de personas, porque el artículo 411 

quinquies, que lo tipifica, se remite expresamente a los artículos 292 y siguientes del CP 

al señalar: “Los que se asociaren u organizaren con el objeto de cometer alguno de los  

delitos de este párrafo serán sancionados, por este solo hecho, conforme a lo dispuesto  

en los artículos 292 y siguientes de este Código”, remisión que permite concluir que tal 

tipo penal también se encuentra abarcado por la señalada prohibición.

Alegó también, la improcedencia de la pena sustitutiva de expulsión del territorio 

nacional  concedida a Zacha González,  por  prohibirlo el  artículo  1° citado,  porque el 

inciso  cuarto  del  artículo  1°  de  la  Ley  18.216  dispone:  “De  la  misma  forma,  no 
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procederán las penas señaladas en el inciso primero o en el artículo 33 tratándose de 

los autores del delito consumado previsto en el  artículo 293 del Código Penal,  salvo 

respecto a quienes hayan cooperado eficazmente con la investigación.” 

Por  último,  impugnó  la  concesión  de  la  pena  sustitutiva  de  libertad  vigilada 

intensiva a Junior Suárez, por el delito de tráfico ilícito de estupefacientes, por no tener 

domicilio en el territorio nacional, dada su condición de extranjero en situación migratoria 

irregular, sosteniendo que la sentencia regulariza tal condición en contravención a las 

disposiciones de la Ley 21.235. 

APELACION DE LA DEFENSA DE ALVARO MUÑOZ SOTOMAYOR 

TERCERO: Que en este caso, el recurrente fundó su impugnación en que el fallo 

vulneró la garantía constitucional prevista en el artículo 19 N° 3 inciso séptimo de la 

Constitución Política de la República, en adelante CPR, y el principio de congruencia 

previsto  en el  artículo  341 del  Código Procesal  Penal,  en  adelante CPP,  porque la 

conducta  descrita  en  el  hecho  17  de  la  acusación  del  Ministerio  Público  y  de  la 

acusación del querellante, se encuadra en el delito descrito en el art 411 quinquies del 

CP y no en su artículo 411 quáter, lo que es trascendental, por cuanto el segundo tipo  

penal no admite concesión de pena sustitutiva. Adujo, que la querellante, no obstante 

que no tenía titularidad para oponerse al  cumplimiento alternativo (pena sustitutiva),  

porque no acusó por tal delito, se opuso a dicha sustitución.

Expuso,  que el  10 de febrero de 2023, se formalizó a su representado como 

autor de cuatro delitos por hechos ocurridos desde el mes de junio de 2022, calificados 

como un delito de asociación ilícita para la trata de personas previsto en el artículo 411 

quinquies en relación con los artículos 292, 293 y 294 del CP; un delito de trata de 

personas  tipificado  en el  artículo  411 quáter;  un  delito  de promoción  del  tráfico  de 

migrantes,  contemplado  en  su  artículo  411  bis;  y  un  delito  de  lavado  de  activos,  

sancionado en  el  artículo  27  de la  Ley  19.913 y  que la  acusación  particular  de la 

querellante consigna los mismos hechos que el Ministerio Público, solicitando penas 

más altas en algunos casos.

Indicó,  que el  fiscal  titular  modificó  las  penas  solicitadas,  reconociendo  a  su 

representado la atenuante especial de cooperación del artículo 411 sexies del CP y las 

atenuantes 6ª y 9ª de su artículo 11, pidiendo 3 años y 1 día y multa de 200 UTM por el 

lavado de activos; 541 días por el delito de asociación ilícita del artículo 292 en relación 

al 411 quinquies; y 61 días de presidio menor por la asociación ilícita para tráfico de 

migrantes  y  no  se  opuso  al  cumplimiento  alternativo  de  la  Ley  18.216  (penas 

sustitutivas),  cuestionando  solamente  la  rebaja  de  las  multas,  oponiéndose  la 

querellante a lo primero, por la prohibirlo el artículo 1° de la Ley 18.216 respecto del  
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delito contemplado en el art 411 quáter del CP, no obstante que la acusación imputa a 

su defendido el tipo penal del artículo 411 quinquies, al que no se aplica la prohibición 

señalada.

Dijo, que habiéndose reconocido a su representado la atenuante de cooperación 

eficaz, no resultaba aplicable la prohibición del inciso cuarto del artículo 1° de la Ley 

18.216, que establece: “De la misma forma, no procederán las penas señaladas en el 

inciso  primero  o  en  el  artículo  33,  tratándose  de los  autores  del  delito  consumado 

previsto en el art 293 del CP, salvo respecto a quienes hayan cooperado eficazmente 

con la investigación”, por lo que debió concedérsele la libertad vigilada intensiva.

Sostuvo, que el Ministerio Público no se opuso a la libertad vigilada intensiva y 

que el artículo 412 del CPP, señala que en caso de ser condenatoria la sentencia, el 

juez no podrá imponer una pena superior ni  más desfavorable a la requerida por el  

fiscal o el querellante. 

Señaló, que en el peor escenario, la magistrada debió llamar al defensor y a la 

querellante a debatir sobre la recalificación de la conducta, para evitar una situación 

procesalmente sorpresiva y una vulneración al principio de congruencia.

Aseveró, que su representado no fue condenado como autor de los ilícitos del art 

411 quáter o quinquies del CP, sino por el delito de asociación ilícita de sus artículos 

292 y 293, ya que no formó parte del desarrollo de la conducta de manera personal y 

directa,  sino  que  colaboró  facilitando  los  locales  nocturnos  del  cual  era  socio  y 

representante para que los autores directos explotaran el comercio sexual.

Solicitó revocar la sentencia e imponer a su representado la pena de 541 días de 

presidio menor en su grado medio por el delito de asociación ilícita de los artículos 292 

y 293 del CP, en relación al delito base establecido en su artículo 411 quinquies, con  

sustitución por libertad vigilada intensiva; o en subsidio, se aplique lo establecido en el 

art 411 sexies en relación al inciso cuarto del artículo 1° de la Ley 18.216, y se conceda 

el beneficio señalado (sic), con condena en costas a la parte querellante.

A  continuación,  y  en  subsidio,  según  entiende  esta  Corte,  el  apelante  pidió 

revocar la sentencia solo en cuanto a la concesión de pena sustitutiva, de acuerdo al 

artículo 37 de la Ley 18.216.

APELACION DE LA DEFENSA DE RODOLFO MOLEIRO Y VANESSA SANTIS 

CUARTO: Que, por su parte, la defensa de las personas referidas impugnó la 

sentencia en cuanto impuso a cada uno la pena efectiva de 3 años y 1 día de presidio 

menor en su grado máximo,  como autores  del  delito  sancionado en el  artículo  411 

quáter del CP, no dando lugar a  pena sustitutiva en virtud de la prohibición del artículo  

1° de la Ley 18216.
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Expresó, que dentro de los antecedentes invocados por la Fiscalía para acreditar 

el delito, no existe antecedente alguno para probar las hipótesis contempladas en el  

411 quáter citado, pues no se obtuvo antecedente fehaciente sobre que las víctimas 

hayan sido traídas mediante violencia, intimidación, coacción, engaño, abuso de poder; 

que hayan sido menores de edad o alguna de las demás hipótesis previstas en dicha 

norma, y que no obstante que sus representados aceptaron los hechos, lo único que se 

pudo acreditar es la participación de ellos en la promoción y facilitación del ingreso al  

país  de  personas  extranjeras,  algunas  de  las  cuales  se  habrían  dedicado  a  la 

prostitución, y ante la falta de acreditación de las circunstancias ya mencionadas, el 

tribunal debió recalificar los hechos a la figura del artículo 411 ter del CP e imponer una 

pena  acorde  a  la  norma,  y,  consecuentemente,  debió  sustituir  la  pena por  libertad 

vigilada intensiva, pues el artículo 1° de la Ley 18.216 no la prohíbe respecto de dicha 

figura.

Pidió revocar el fallo en la parte que denegó la pena sustitutiva y  recalificar el  

delito  del  artículo  411  quáter  a  la  figura  del  411  ter  del  CP,  e  imponer  a  sus 

representados la pena de 3 años y 1 día de reclusión menor en su grado máximo, con  

sustitución por libertad vigilada intensiva por todos los delitos,  pues la sumatoria no 

supera los 5 años.

APELACION DE LA DEFENSA DE ZACHA GONZALEZ FREITES  

QUINTO:  Que,  en  este  capítulo,  la  recurrente impugnó  la  sentencia  sólo  en 

cuanto no dio lugar a la pena sustitutiva de expulsión del territorio nacional  para la 

imputada González Freites como autora del delito de tráfico de migrantes sancionado 

en el artículo 411 quáter del CP, por estimar el tribunal que lo impedía norma expresa.

Expuso,  que  el  18  de  enero  de  2023,  Zacha  González  fue  formalizada  por 

delitos de microtráfico del artículo 4º de la Ley 20.000, por un delito de porte y tenencia 

de  municiones,  y  por  un  delito  de  trata  de  personas  del  artículo  411  del  CP, 

decretándose  la  medida  cautelar  de  prisión  preventiva,  vigente  a  la  fecha;  que  el  

Ministerio Público presentó acusación el 23 de junio de 2023, y el 18 de diciembre de 

2023,  solicitó  audiencia  de  procedimiento  abreviado  respecto  de  aquélla  y  otros  6 

acusados, la que se realizó el 15 enero 2024, oportunidad en que el ente persecutor 

modificó  la  acusación,  manteniendo  sólo  los  delitos  por  los  cuales  Zacha  fue 

condenada, reconociéndole las atenuantes 6 y 9 del artículo 11 del CP, no oponiéndose 

el fiscal a la concesión de la pena sustitutiva de expulsión por todos los delitos, con 

oposición del querellante, que argumentó que el artículo 1° de la Ley 18.216 establece 

expresamente que los condenados por tráfico de migrantes del articulo 411 quáter no 

pueden acceder a pena sustitutiva alguna.
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Sostuvo, que si bien la Ley 21.523 de 30 (31) de diciembre de 2022 excluyó el  

delito tipificado en el artículo 411 quáter del CP de la concesión de penas sustitutivas 

de la Ley 18.216, los cometidos antes de esa fecha si admitían tales sustituciones, y en 

este caso, si bien se formalizó a su representada el 18 de enero de 2023, la acusación 

expresa que los hechos datan de principios de enero del año 2022, no fijando una fecha 

determinada para el delito de tráfico migrantes del articulo 411 quáter, ya que el hecho 

15 de la acusación corresponde a la situación de flagrancia descubierta en virtud de la 

orden  de  entrada  y  registro  al  inmueble  ubicado  en  Cerro  Chuño,  donde  su 

representada se encontraba, en la que se hallaron municiones y una pequeña cantidad 

de marihuana, atribuyéndole el  Ministerio Publico participación en el delito de tráfico 

migrantes  del  articulo  411 quáter,  sólo  una vez que revisó  su teléfono celular  y  se 

hallaron conversaciones anteriores de fechas no determinadas.

Por lo señalado, y considerando que a la fecha de los hechos imputados regía 

una norma más favorable que permitía a su representada optar a pena sustitutiva, se 

debe aplicar aquélla de acuerdo a principios básicos y de certeza jurídica, como el de 

irretroactividad  de la  ley  penal,  consagrados  en  el  artículo  11  del  Código Procesal  

Penal.

Solicitó  acoger  la  apelación  respecto  de  la  negativa  a  conceder  la  pena 

sustitutiva de expulsión del territorio nacional por el delito de tráfico de migrantes del 

artículo 411 quáter del CP, y enmendar la decisión conforme a derecho, concediendo la 

misma a su representada.

SEXTO: Que, para la resolución de los recursos, se tendrá presente, en primer 

lugar, que el marco jurídico en que se dictó la sentencia recurrida es el procedimiento 

abreviado  regulado  en  los  artículos  406  y  siguientes  del  CPP,  constando  de  la 

transcripción  de  la  sentencia  impugnada,  que  para  proceder  de  acuerdo  a  dicho 

procedimiento, la magistrada ponente verificó previamente la concurrencia de todas las 

condiciones previstas en las normas citadas, exponiendo los términos de la acusación 

según los hechos que tuvo por expresamente reproducidos, oyendo la oferta de rebaja 

de la pretensión punitiva por parte del Ministerio Público, y su conformidad de parte de 

la querellante, informando a los imputados y a sus defensores la propuesta, todos los 

cuales  aceptaron expresamente los hechos y su calificación jurídica, los medios de 

prueba reunidos en la investigación,  su participación  en los  delitos  y  la aceptación, 

como límites máximos, de las penas ofrecidas por el persecutor fiscal, sin oposición de 

la parte querellante, salvo en lo que respecta a la concesión de penas sustitutivas, en 

algunos casos. 
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En segundo lugar, se considerará que las penas corporales impuestas en el fallo 

recurrido a cada acusado sólo son las consignadas en los literales A a D del motivo 

primero de esta sentencia.

En tercer lugar, se analizará la procedencia o no, de acuerdo a derecho, de las 

penas sustitutivas concedidas o denegadas por la juzgadora, lo que se realizará en el 

motivo  décimo,  salvo  respecto  del  acusado  Suárez  Hernández,  que  se  resuelve  a 

continuación. 

SEPTIMO:  Que,  en  relación  a  Junior  Daniel  Suárez  Hernández,  esta  Corte 

rechazará  la  impugnación  de  la  parte  querellante,  al  no  advertir  la  ilegalidad 

denunciada,  porque  se  lee  claramente  en  la  transcripción  de  la  sentencia,  que  al  

momento  de debatir  sobre  la  concesión  a  dicha persona  de la  pena  sustitutiva  de 

libertad vigilada intensiva, tanto el Ministerio Público como la propia querellante dejaron 

tal decisión a criterio del tribunal, el que fundado en los antecedentes contenidos en el 

informe social incorporado, dio por establecidos los requisitos exigidos por los artículos 

14  y  siguientes  de  la  Ley  18.216,  señalando  expresamente  los  antecedentes  que 

permitían  así  determinarlo,  ajustándose  a  derecho  en  su  decisión,  no  resultando 

atendible la imputación que la querellante realiza a la juzgadora de infringir las normas 

de inmigración previstas en la Ley 21.325, por tratarse de una facultad otorgada por la 

ley que permite la sustitución, no limitada por la ley que se dice infringida, antes bien, 

prevista en la fase ejecutiva en el numeral 6 de su artículo 70.

OCTAVO: Que, se desestimará también la apelación presentada por la defensa 

de  Álvaro  Muñoz  Sotomayor,  porque  sólo  se  impusieron  a  éste  las  tres  penas 

consignadas  en  el  literal  A  del  motivo  primero  de  este  fallo,  entre  ellas,  la 

correspondiente a su autoría del delito de tráfico de personas con fines de explotación 

sexual,  previsto  en  el  artículo  411  quáter  del  CP,  no  advirtiéndose,  por  ende,  la 

vulneración de la garantía constitucional invocada, ni la contravención al principio de 

congruencia, pues tal imputación formó parte de la acusación del Ministerio Público, la 

que describe los hechos imputados y la calificación del mismo en la forma indicada, no 

concurriendo, por tanto, el error denunciado.

NOVENO:  Que,  también  procede  el  rechazo  del  recurso  interpuesto  por  la 

defensa de Rodolfo Moleiro y Vanessa Santis fundado en un error en la calificación 

jurídica del delito, por el fundamento consignado en el motivo sexto de este fallo, dado 

que  tanto  aquéllos  como  su  defensa  aceptaron  expresamente  los  hechos,  los 

antecedentes probatorios, su participación, la calificación jurídica y la pena propuesta 

por los acusadores, siendo condenados ambos como autores del delito tipificado en el 

artículo 411 quáter del CP, entre otros.
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DECIMO: Que,  en  cuanto  a  las  apelaciones  de  la  parte  querellante  y  de  la 

defensa de Zacha González Freites, que sólo se refieren a la concesión y rechazo de 

penas sustitutivas, alegaciones que también atañen a los sentenciados Rodolfo Moleiro, 

Vanessa Rivera y Álvaro Muñoz, formulada por este último como petición subsidiaria, 

esta Corte resolverá en los siguientes términos:

Que a partir de los fundamentos aportados por la defensa de Zacha González en 

cuanto a los delitos de asociación ilícita para el tráfico de migrantes y el delito de tráfico  

de migrantes con fines de explotación sexual,  que dejaron a la vista la existencia de un 

conflicto  de temporalidad en la aplicación  del  inciso cuarto  del  artículo  1 de la  Ley 

18.216 y normas de los artículos 292 y siguientes del CP, debe despejarse el mismo y 

resolverse en consecuencia.

UNDECIMO:  Que,  en  primer  lugar,  se  tendrá  presente  que  junto  con  su 

publicación en el Diario Oficial el 31 de diciembre de 2022, el artículo 6 de la Ley 21.523 

modificó el inciso segundo artículo 1° de la Ley 18.216, prohibiendo la concesión de 

penas sustitutivas de su inciso primero y artículo 33 a los autores del delito consumado 

previsto en el artículo 411 quáter del CP.

Por su parte, el artículo 9° de la Ley 21.577, publicada en el Diario Oficial el 15 

de junio de 2023, modificó los artículos 292 y siguientes del CP describiendo el tipo 

penal de asociación ilícita de manera distinta a la vigente a la época de comisión de los 

delitos imputados a los recurrentes, y estableció en su artículo 294 penas acumulativas 

tanto para la asociación ilícita como para los delitos cometidos con motivo u ocasión de 

sus actividades.

Por otro lado, en lo que atañe a las penas sustitutivas, el artículo 3° de la misma 

ley  modificatoria  introdujo  en  el  inciso  tercero  del  artículo  1°  de  la  Ley  18.216,  la 

improcedencia de concesión de penas sustitutivas a los autores del delito consumado 

previsto  en  el  artículo  293  del  Código  Penal,  salvo  respecto  de  quienes  hubieren 

colaborado  eficazmente  con  la  investigación,  lo  que  el  tribunal  a  quo  reconoció  al 

acusado Muñoz Sotomayor.

DUODECIMO: Que en segundo lugar, y siendo necesario para situar la comisión 

de los delitos imputados a los sentenciados recurrentes dentro o fuera de la vigencia de 

las normas antes referidas, debe atenderse a lo expuesto por los intervinientes en la 

audiencia,  señalando que las acusaciones de los sentenciados como autores de los 

delitos  de  los  artículo  411  bis  (respecto  del  cual  no  perseveró),  411  quáter  y  411 

quinquies del CP, lo fueron por hechos ocurridos a partir de enero del año 2022, lo que 

así se observa también en las acusaciones de los accionantes, constatándose que la 

del Ministerio Público consigna en el hecho 1, que contiene los datos generales de la 

investigación, que ésta se inició en enero de 2022, ubicando en ella a los acusados  
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Muñoz, Moleiro y Rivera como dueño y regentes de los locales, respectivamente, en 

que se ejercía el  comercio sexual con las víctima de la trata de personas,  y en los 

hechos 15 y 17 efectúa la misma fijación de tiempo, incluyendo la acusación a Zacha 

González.

Por  su  parte,  en  la  acusación  de  la  parte  querellante,  ésta  fija  el  delito  de 

asociación ilícita  de los artículos 292 y 294 inciso primero del CP en relación a sus 

artículos 411 quáter y quinquies, respecto de Rivera, Moleiro,  Muñoz y González en 

hechos de comienzos del año 2022 y su transcurso, hasta sus detenciones.

Conforme a lo indicado, y teniendo presente, además, que la naturaleza de los 

delitos relativos al tráfico de personas requiere un prolongado espacio de tiempo para 

su  desarrollo  y  ejecución,  resulta  contrario  a  la  lógica  y  máximas  de  experiencia 

sostener que todos ellos se cometieron el día en que los sentenciados fueron detenidos 

por la policía, 11 y 19 de enero de 2023, respectivamente, sólo resta concluir que los  

delitos de asociación ilícita para la trata de personas del artículo 411 quinquies del CP y 

los delitos de trata de personas con fines de explotación  sexual  de su artículo 411 

quáter  se empezaron a cometer  en el  mes de enero de 2022,  como señalaron  los 

acusadores, antes de la entrada en vigencia de la Ley 21.523 de 31 de diciembre de 

2022, que impide concederles penas sustitutivas, y ello, aun cuando sea posible que 

siguieran cometiéndolos  en enero de 2023,  al  ser  detenidos,  y por  ende cometidos 

mucho antes de la entrada en vigencia de la Ley 21.577 de 15 de junio de 2023, que 

modificó los tipos y penalidad del delito de  asociación delictiva de los artículos 292 y  

siguientes del CP.

De acuerdo con lo expuesto, los delitos imputados a los sentenciados apelantes 

empezaron a ejecutarse antes de la detención y formalización de cada uno, conductas 

ilícitas  imputadas  que  requieren  tiempo  de  desarrollo,  según  entiende  esta  Corte,  

siendo  claro  que  cometidos  los  delitos  y  en  parte  de  ellos,  se  produjeron  dos 

modificaciones  legales  que variaron  la  tipificación  de los  delitos  y  la  prohibición  de 

conceder penas sustitutivas respecto de algunos de ellos.

Así, tratándose de leyes posteriores a la comisión de los delitos que incidían en 

la  tipificación  y  penalidad  del  delito  de  asociación  delictiva  y  en  la  forma  de 

cumplimiento de la pena impuesta por los delitos de los artículos 411 quáter  y 411 

quinquies del CP, que dispusieron un trato más riguroso de los sentenciados, debió 

juzgarse a todos de acuerdo a las normas penales vigentes al momento de la comisión 

de cada delito, pues resultaba imperiosa la observancia del principio constitucional de 

legalidad e irretroactividad de la ley penal, atendido que las nuevas eran más severas 

para los sentenciados, conforme disponen el artículo 19 N°3 inciso séptimo de la CPR y 
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artículo 18 del CP, y al no haberse efectuado de esa manera, procede enmendar las 

decisiones impugnadas, de acuerdo a derecho.

DECIMOTERCERO: Que,  así  la cosas,  desprendiéndose de los antecedentes 

aportados en la audiencia y los consignados en la tramitación de la causa, que respecto 

de Zacha Dannyanski González Freites concurren las exigencias previstas en el artículo 

34  de  la  Ley  18.216,  dado  que  el  tribunal  a  quo  así  lo  determinó  en  base  a  los  

antecedentes que ponderó respecto de otras dos penas que le impuso, se sustituirá 

también el castigo corporal aplicado como autora del delito previsto en el artículo 411 

quáter del CP por la pena de expulsión del territorio nacional, en las condiciones que se 

consignan en lo resolutivo.

Respecto de Vanessa Andrea Rivera Santis, Rodolfo Alejandro Moleiro Castillo y 

Álvaro Rodrigo Muñoz Sotomayor, concurriendo en favor de todos ellos los requisitos 

establecidos en los artículos 15 y 15 bis de la Ley 18.216, dado que el tribunal a quo así 

lo determinó en virtud de los antecedentes presentados, respecto de otras dos penas 

que les impuso, se sustituirán también sus castigos corporales impuestos como autores 

del  delito  previsto  en  el  artículo  411  quáter  del  CP,  por  la  pena  libertad  vigilada 

intensiva, en las condiciones que se consignan en lo resolutivo. 

En virtud de las motivaciones expuestas,  normas ya citadas, y de conformidad 

con lo previsto en los artículos 370 y 371 del Código Procesal Penal, 

SE DECLARA:

1°.- Que  SE  CONFIRMA  la  sentencia  definitiva  dictada  por  el  Tribunal  de 

Garantía de esta ciudad en la audiencia de 15 de enero de 2024, en cuanto condenó a 

Álvaro Rodrigo Muñoz Sotomayor como autor de un delito de tráfico de personas con 

fines de explotación sexual previsto en el artículo 411 quáter del Código Penal.

2°.- Que se CONFIRMA también la señalada sentencia en cuanto aplicó la pena 

sustitutiva  de  libertad  vigilada  intensiva al  señalado  Muñoz  Sotomayor,  y  a  los 

sentenciados Vanessa Andrea Rivera Santis y Rodolfo Alejandro Moleiro Castillo, como 

autores del delito de asociación ilícita para la trata de personas con fines de explotación 

sexual, previsto en el artículo 411 quinquies del Código Penal; y a Junior Daniel Suárez 

Hernández,  como autor  del  delito  de tráfico  ilícito  de estupefacientes  previsto  en el 

artículo 3° de la Ley 20.000.

Se CONFIRMA también el fallo en alzada, en cuanto concedió a la sentenciada 

Zacha Dannyanski o Dannyansky González Freites, la pena sustitutiva de expulsión del 

territorio nacional como autora del delito de asociación ilícita para la trata de personas 

con fines de explotación sexual, previsto en el artículo 411 quinquies del Código Penal 
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3°.- Que SE REVOCA el  fallo  indicado,  en  cuanto  no hizo  lugar  a  conceder 

penas  sustitutivas  a  Vanessa  Andrea  Rivera  Santis,  a  Rodolfo  Alejandro  Moleiro 

Castillo, a Álvaro Rodrigo Muñoz Sotomayor y a Zacha Dannyanski González Freites, 

como autores del delito de trata de personas con fines de explotación sexual previsto en 

el  artículo  411  quáter  del  Código  Penal,  según  se  fundamentó  en  el  motivo 

decimotercero, y en su lugar se resuelve:

A.-  Que  se  sustituye  el  castigo  corporal  impuesto  a  Zacha  Dannyanski  o 

Dannyansky González Freites como autora del  delito antes indicado por la pena de 

expulsión del territorio nacional, prevista en el artículo 34 de la Ley 18.216, la que se 

ejecutará junto a las otras penas sustituidas, en la oportunidad y forma que determine el  

tribunal a quo.

B.-  Que  se  sustituyen  los  castigos  corporales  impuestos  a  Vanessa  Andrea 

Rivera  Santis,  a  Rodolfo  Alejandro  Moleiro  Castillo  y  a  Álvaro  Rodrigo  Muñoz 

Sotomayor, como autores del delito señalado, por la pena de libertad vigilada intensiva, 

quedando sujetos a las condiciones y obligaciones que fije el tribunal a quo de acuerdo 

a la Ley 18.216, en su oportunidad.

Comuníquese por la vía más rápida.

Regístrese y devuélvase. 

Redactó la ministra Sra. Ríos Meza.

No  firma  el  Ministro  señor  Marco  Flores  Leyton,  quien  no  obstante  haber 

concurrido a la vista y al acuerdo de la presente causa, por encontrarse haciendo uso 

de feriado legal.

Rol Penal N° 53-2024. 
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Pronunciado por la Primera Sala de la C.A. de Arica integrada por Ministro Presidente Juana Rosa

Rios M. y Ministra Maria Veronica Quiroz F. Arica, cinco de marzo de dos mil veinticuatro.

En Arica, a cinco de marzo de dos mil veinticuatro, notifiqué en Secretaría por el Estado Diario la

resolución precedente.
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